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El Tribunal Supremo ha 
avalado el veto que algu-
nas comunidades de ve-
cinos han impuesto a los 
apartamentos turísticos. 
La Sala de lo Civil ha dic-
tado dos sentencias en las 
que da el visto bueno a que 
los alquileres vacacionales 
se interpreten como activi-
dad económica, lo que en 
los estatutos de algunas co-
munidades de propietarios 

está prohibido expresamen-
te. El alto tribunal ha revisa-
do dos casos concretos (uno 
en Oviedo y otro en San Se-
bastián) y aclara que no se 
trata de aplicar la nueva re-
gulación de la Ley de Propie-
dad Horizontal, que dispone 
que el acuerdo por el que se 
limite o condicione el ejerci-
cio de esta actividad reque-
rirá el voto favorable de las 
tres quintas partes del total 
de los propietarios, sino de 
determinar si en los estatu-

tos comunitarios existe una 
prohibición de destinar los 
pisos al uso turístico.

Así, en una de las senten-
cias, los magistrados dan la 
razón a la comunidad de 
propietarios del edificio “la 
Jirafa Élite” de la capital 
asturiana y ordena el cese 
de la actividad de alquiler 
turístico que se desarrolla 
en dos pisos de este edifi-
cio de 20 de plantas. Según 
el tribunal, si se aplican los 
estatutos sociales del edifi-
cio, los mismos impiden la 
realización de cualquier acti-
vidad profesional, empresa-
rial, mercantil o comercial en 
los departamentos indepen-
dientes (viviendas). Es decir, 
se reserva su uso al carácter 
exclusivamente residencial.

Sentada esta premisa, la 
sala entiende que la activi-
dad desplegada por la parte 
demandada en dos de los 
inmuebles tiene “naturale-
za empresarial y comercial, 
prestada por una sociedad 
mercantil”. 

A esta misma conclusión 
llega el Supremo al analizar 
el caso relativo a la vivienda 
de San Sebastián. En este 
caso, fueron los propietarios 
de algunas viviendas los que 
demandaron a su comuni-
dad con el fin de que se anu-
lara la prohibición recogida 
en las normas de su edificio 
por la promotora, e incluidas 
en los contratos de compra-
venta de viviendas, que re-
chazaba cualquier actividad.

Las comunidades de 
vecinos podrán vetar 
los pisos turísticos

El Supremo avala la opción de prohibir 
los apartamentos vacacionales
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El Tribunal Constitucional 
ha cerrado definitivamente 
el debate sobre el impuesto a 
las grandes fortunas. El ple-
no del tribunal de garantías 
resolvió ayer los recursos de 
la Asamblea de Madrid y la 
Región de Murcia –los dos úl-
timos que faltaban por ana-
lizar– contra el tributo ex-
traordinario que aprobó el 
Gobierno hace un año y ha 
reafirmado su aval a la tasa 
que se aplica a las fortunas 

superiores a tres millones 
de euros. La mayoría de los 
magistrados han votado en 
contra de las impugnaciones 
planteadas, al igual que hi-
cieron en los casos de la Co-
munidad de Madrid, la Jun-
ta de Andalucía y la Xunta 
de Galicia. 

La primera sentencia que 
avaló el impuesto de solidari-
dad de las grandes fortunas 
se dictó el 7 de noviembre y 
rechazó el recurso presenta-
do por Ejecutivo liderado por 
Isabel Díaz Ayuso.

El Tribunal Constitucional 
cierra el debate sobre  
el impuesto a los ricos

SENTENCIAS
 � La Sala de lo Civil ha 

dictado dos sentencias 
en las que ha dado el vis-
to bueno a que los alqui-
leres vacacionales se in-
terpreten como activi-
dad económica, lo que en 
los estatutos de algunas 
comunidades de propie-
tarios está prohibido.
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Las universidades tendrán 
que elevar su presupuesto 
para 2024 en al menos 844 
millones de euros si quieren 
cumplir con lo que la nueva 
Ley Orgánica del Sistema 
Universitario (LOSU) con-
templa en materia de pro-
fesorado y que forma parte 
del objetivo estatal de lle-
var a mínimos la precarie-
dad laboral. Esa es una de 
las conclusiones de la mo-
nografía sobre financiación 
pública en el sector, presen-
tada ayer la Conferencia de 
Rectores de las Universida-
des Españolas (CRUE). La 
mejora de la calidad de la 
plantilla se llevaría la ma-
yor parte de ese dinero (318 
millones) al implicar la con-
tratación de más de 8.800 
plazas de lo que en la jerga 
académica se conoce como 
ayudantes de doctor –pri-
mer paso en la carrera–. 

La segunda partida con 
mayor gasto sería por la 
limitación del tiempo lec-
tivo (225 millones). La ley 
ha fijado en un máximo de 
240 las horas de docencia 
que cada profesor puede 
impartir. Para cubrir las 
jornadas perdidas se de-
berían contratar a 6.287 
académicos; de ahí el de-
sembolso adicional. Otra de 
las partidas que se llevaría 
al menos 100 millones de 
euros es la reducción de la 
temporalidad. El Gobierno 
se ha comprometido con 
Bruselas a bajar hasta el 8% 
la inestabilidad laboral en 
el sector público. Esto im-
plica que las universidades 
deben convertir a miles de 
profesores en indefinidos 
con derechos de antigüe-
dad, paro y vacaciones. Se-
gún los cálculos de CRUE, 
en el curso 2021-2022 había 
5.895 efectivos con contra-
tos laborales temporales, 
ya fuera de ayudantes (que 
trabajan en la tesis), asocia-
dos, sustitutos o visitantes. 

gasto por estudiante llega 
a tener una brecha de 57 
puntos porcentuales. 

Los investigadores re-
cuerdan que España es 
territorialmente muy de-
sigual y mantiene, desde 
hace décadas, diferencias 
de renta per cápita en-
tre regiones superiores 
al 80%. “Si se deja a cada 
comunidad a expensas de 
su capacidad fiscal (PIB), 
tendremos que, para un 
mismo esfuerzo fiscal, una 
comunidad pobre tiene que 
conformarse con dar a sus 
ciudadanos menos y peo-
res servicios esenciales que 
una rica”, agrega. 

Por ello, creen que lo ra-
zonable sería que la Admi-
nistración central asuma 
la mayor parte del incre-
mento presupuestario y se 
dedique a paliar las diferen-
cias educativas que existen 
en el país. Esto equivale a 
conseguir que el gasto por 
alumno se aproxime lo 
máximo posible.

Una de las prioridades 
en este terreno es la mejo-
ra de las becas al estudio, 
priorizando las ayudas liga-
das a las familias con renta 
baja. Para ello, el documen-
to cifra un importe cercano 
a los 1.000 millones de eu-
ros. La última convocato-
ria para el curso 2023/2024 
otorgaba una cuantía fija li-
gada a renta de 1.700 euros 
anuales, lo que en opinión 
de los expertos resulta “in-
suficiente para amortiguar 
el coste de oportunidad que 
supone para las familias 
más pobres que uno de sus 
miembros con capacidad 
de participar en el mercado 
laboral prolongue su desa-
rrollo formativo”.

Impactos presupuestarios de las disposiciones de la LOSU
en los gastos de las universidades públicas
Conceptos en millones de euros

Mejora de la
calidad de plantilla 

Limitación a
240 horas lectivas

Reposición de
efectivos al 120% 

Reducción de
la temporalidad 

Total de impactos
presupuestarios

Fuente: Conferencia de Rectores de las Universidades Españolas C. CORTINAS / CINCO DÍAS

318

225

195

106

844 millones
de euros

0 50 100 150 200 250 300 350

Las universidades deberán elevar 
en 844 millones su gasto salarial 
para cumplir con la ley en 2024

La mejora de  
la calidad de la 
plantilla se lleva  
la mayor parte 

Faltan 3.130 
millones para 
cumplir con el 
objetivo de gasto

Esta cifra supone solo un 7% 
de los PDI computables, es 
decir, que se cumple con el 
tope máximo impuesto por 
el Estado. Sin embargo, hay 
16 centros educativos que 
superan el porcentaje ad-
misible, por lo que deberían 
abrirse casi 3.000 plazas 
para ayudantes de doctor. 
Su contratación implica un 
gasto extra de 106,4 millo-
nes de euros al año.

El documento destaca 
que el impacto presupues-
tario derivado de la norma-
tiva es muy desigual entre 
instituciones, por lo que 
consideran que antes de ha-
cer todos los cambios que 
exige la ley en materia de 
profesorado debería haber 
un “reequilibrio financie-
ro”. En concreto, señala que 
“si deben asumir los costes 
presupuestarios derivados 
de la exigencia de disponer 
de una determinada cali-
dad en la plantilla, los re-
cursos disponibles deben 
ser equitativos para todas 
las universidades públicas”.

La discrepancia por el 
gasto económico va más 
allá de las universidades. 
La ley señala que las co-
munidades e instituciones 
comparten el objetivo de 
destinar como mínimo el 1% 
del PIB del gasto público en 
educación universitaria, lo 
que según los cálculos de los 
rectores implica una apor-
tación de recursos adicio-
nales de 3.135 millones de 
euros, tomando como base 
los presupuestos de 2022. El 
problema esencial es que la 
mayor parte de los fondos 
los ponen las autonomías, 
por lo que las diferencias 
entre cada territorio son 
abismales. En concreto, el 

Presupuesto  
para la ciencia

El Consejo de Ministros 
aprobó ayer dos convoca-
torias dotadas con un pre-
supuesto de 494 millones 
de euros para la formación 
de futuros profesores 
universitarios que realicen 
sus tesis doctorales en 
universidades españolas e 
impulsar proyectos de co-
laboración entre empresas 
y organismos de investiga-
ción, reforzando la transfe-
rencia de conocimiento. 

La ministra de Ciencia, 
Innovación y Universida-
des, Diana Morant, en la 
rueda de prensa posterior 
a la reunión del Gobierno, 
detalló que estas convoca-
torias están sufragadas sin 
fondos europeos del Plan 
de Recuperación, Trans-
formación y Resiliencia y 
cuentan con fondos na-
cionales. En este sentido, 
Morant puso en valor el 
aumento presupuestario 
que destinó el Gobierno a 
la I+D+i para este ejercicio 
económico, que se está 
materializando en “mejo-
ras para el sector científico 
y universitario del país”. 
Además, la ministra recor-
dó que hace dos semanas 
el Gobierno aprobó otro 
paquete de medidas con 
una inversión de más de 
1.000 millones de euros de 
presupuesto nacional para 
las citaciones de talento y 
de financiación de la inves-
tigación.
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